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Autonomía presupuestal responsable y trasparente 

Propuesta para reformar el presupuesto del Sistema Judicial  

 

Miguel Emilio La Rota*, Carolina Bernal**, Sandra Santa** y Rodrigo Uprimny*** 

 

En este documento aportamos algunos elementos de juicio acerca de la discusión del presupuesto 

de las autoridades judiciales en Colombia y proponemos una alternativa de reforma de su régimen 

presupuestal.  Este esfuerzo es realizado en el contexto de la discusión de la reforma 

constitucional a la justicia discutida en el Congreso, en la que se han ventilado varias propuestas  

dirigidas a proteger el presupuesto del poder Jurisdiccional y la Fiscalía General de la Nación.1 

En el marco de las discusiones acerca del proyecto de reforma constitucional, así como en 

múltiples entrevistas realizadas por Dejusticia como parte de investigaciones acerca del 

funcionamiento del Sistema Judicial2, múltiples funcionarios afirman que las falencias en el 

desempeño de este aparato se deben primordialmente a la escasez de recursos.  La expresión 

“estamos trabajando con las uñas” es común en funcionarios que legítimamente consideran que 

carecen de suficientes materiales de oficina, facilidades de transporte, apoyo humano o logístico, 

o simplemente, una carga de trabajo razonable.  Por su parte, múltiples diagnósticos señalan la 

insuficiencia de presupuesto como el más primordial de los obstáculos a superar en los múltiples 

                                                           
* Investigador principal de Dejusticia   ** Investigadoras asistentes de Dejusticia   ***Director de Dejusticia. 
1
 Durante la primera vuelta de la discusión de este proyecto, el consejo de estado propuso que el presupuesto del poder 

jurisdiccional, sin incluir el de la fiscalía general de la nación, debía ser igual o superior al 5% del Presupuesto general de 
la nación.  Consejo de estado (2011, p. 8).  Al final de la primera vuelta, el Congreso prefirió una fórmula que protegía el 
presupuesto del sector judicial impidiendo que aumentara menos que la tasa de inflación mas el dos porciento.  
Adicionalmente, se asignaban recursos cuantiosos durante un periodo transitorio de unos años, que debían invertirse en 
programas de descongestión judicial.  (Informe de conciliación al proyecto de acto legislativo número 07/11 senado de 
15 de diciembre de 2011. Artículo 13 del Proyecto referente al artículo 228 de la Constitución).  Dicha fórmula fue 
aprobada de manera similar en 5º y 6º debate de la segunda vuelta, pero limitando el aumento fijo del presupuesto 
judicial a seis años y ampliando los asuntos en los que se podrían invertir los recursos transitorios (Artículo 12 del texto 
aprobado del 6º debate, aprobado el 10 de mayo de 2012, “Proyecto de acto legislativo 07 de 2011 de Senado - 143 de 
2011 acumulado con los proyectos de acto legislativo 9 de 2011 senado, 11 de 2011 senado, 12 de 2011 senado y 13 de 
2011 senado.”) 
2
 Entre otras, ver: Guzmán, La Rota y Uprimny (2011);  Dejusticia (2010); Rojas y Marín (2010); La Rota, Montoya, 

Páramo y Uprimny (2011).  
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males del Sistema Judicial.3  Estas razones, en combinación con argumentos acerca de la necesidad 

de autonomía presupuestal de las autoridades judiciales, han permitido plantear la necesidad de 

presupuestos reales fijos que de una parte aseguren un flujo de recursos que se considera 

suficiente, y segundo, permitan la gestión independiente de la Rama. 

En este documento intentamos analizar esta línea de argumentación.  De una parte, estudiamos 

algunos datos cuantitativos acerca de la suficiencia de recursos en el Sistema Judicial, el manejo de 

dichos recursos y los resultados de su utilización.  De otra, exponemos las razones por las que en 

Colombia puede ser importante proteger el presupuesto de la Rama, pero indicamos que dicha 

alternativa ha de considerar los problemas de información, rendición de cuentas, transparencia, y 

gestión de recursos que tiene el Sistema Judicial.  También analizamos la experiencia comparada, 

buscando recomendaciones o buenas prácticas de los presupuestos judiciales. 

Concluimos que no existe suficiente información para fundamentar la necesidad de recursos 

adicionales.  Tampoco existe para concluir que los recursos existentes son suficientes.  

Constatamos que a nivel internacional el presupuesto de las autoridades judiciales no es 

comparativamente bajo; que ha aumentado sustantivamente en términos reales; se ha mantenido 

en comparación con el tamaño de la economía y ha disminuido en relación con el tamaño del 

Estado.  Pero no se sabe a ciencia cierta si estos recursos bastan para financiar un desempeño 

adecuado de estas autoridades y, en caso de que no, cuánto dinero adicional es necesario.4  

En segundo lugar, al menos respecto de áreas de la prestación de servicios jurídicos investigados 

por Dejusticia, observamos graves falencias en la gestión y ejecución de los recursos económicos 

para programas de primera importancia del Sistema Judicial, y a su vez, carencias importantes en 

el monitoreo y la evaluación de la implementación, los resultados y el impacto de dichos recursos.  

De esta forma, no sólo desconocemos si en general los presupuestos son o no suficientes; 

tampoco sabemos si la utilización de recursos ha sido adecuada.  Consideramos que estos 

hallazgos añaden una mayor exigencia argumentativa a quienes solicitan mayores recursos; el 

aumento de los dineros provenientes del Presupuesto Nacional, así como la fijación de unos 

niveles mínimos presupuestales, sólo deberían ser posibles tras un mayor y mejor soporte 

empírico de las necesidades presupuestales de las autoridades judiciales y de su correcta 

inversión.  Bajo las actuales condiciones, de bajo nivel de diagnósticos, control de los procesos y 

evaluación de resultados de los esfuerzos de política judicial, asignar más recursos –que pueden 

                                                           
3
 Por ejemplo, la Comisión de Expertos creada por el Gobierno actual para proponer un proyecto de reforma a la justicia 

indicó que “es evidente que el presupuesto de la Rama Judicial no es suficiente … .” (p. 47).  Con base en ello, recomendó 
la implantación de un presupuesto fijo para la RJ.  Sin embargo, el documento aportado por esta comisión no aporta un 
solo dato empírico para sostener dicha afirmación.  En nuestro parecer, uno de los asuntos elementales que es 
necesario superar para lograr políticas judiciales adecuadas es el diagnóstico sin fundamento empírico sólido,  
normalmente con base en la intuición, o la experiencia parcial de funcionarios judiciales bien intencionados, pero que no 
son generalizables o representativos. Ver Comisión de Expertos de Reforma a la Justicia (2010) 
4
 La diferencia entre la percepción de los funcionarios y las necesidades globales del Sistema puede deberse a la simple 

distinción entre las necesidades captadas individualmente por el servidor y la imagen que se concluye de un análisis 
global de los recursos utilizados.  Las carencias observadas por el funcionario pueden deberse, no a la escasez de 
recursos, sino a su incorrecta utilización. 
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ser muy valiosos para muchos otros temas- puede esquivar las problemáticas de la Rama, y en 

últimas, gastar dineros sin mecanismos que muestren su necesidad y ejecución apropiada. 

A pesar de lo anterior, argumentamos que existen fundamentos de diseño institucional, 

relacionados con la historia reciente de ataques que ha sufrido la Rama Judicial, que justifican el 

fortalecimiento de la autonomía presupuestal del Sistema Judicial.  Pero dicho fortalecimiento ha 

de realizarse intentando evitar, o minimizar si se quiere, los efectos nocivos de los presupuestos 

fijos relacionados con la mayor inflexibilidad presupuestal para que el Estado pueda dirigir 

recursos a otros asuntos que eventualmente son prioritarios en términos de derechos 

fundamentales, o a la capacidad de efectuar una política fiscal efectiva que contrarreste los 

vaivenes de la economía.  A su vez, el mencionado fortalecimiento ha de sortear otro riesgo 

inherente a los presupuestos fijos, relativo a un desestímulo para que las autoridades apropien y 

ejecuten presupuestos de manera responsable, con rendición de cuentas y transparencia. 

Planteamos que una posible solución a estos interrogantes es la adopción de un situado judicial 

que: (a) mantenga cierto nivel presupuestal dirigido al SJ, que a su turno sea decidido y pueda ser 

modificado por una ley estatutaria, (b) exija un mínimo nivel de justificación empírica de parte del 

Consejo Superior de la Judicatura o quien haga sus veces, y (c) prevea mecanismos que permitan 

su inaplicación en situaciones específicas, que a su turno pueden requerir de un procedimiento 

decisorio exigente. 

Breve aclaración conceptual: el Sistema Judicial  

Este documento se refiere a las necesidades presupuestales de autoridades judiciales que incluyen 

la Fiscalía General de la Nación (en adelante FGN) que a su vez incluye el CTI y el Instituto Nacional 

de Medicina Legal, y el Poder Jurisdiccional (en adelante el PJ) que está conformada por los 

juzgados, tribunales y altas cortes.  Para evitar utilizar la expresión Rama Judicial que puede 

resultar confusa, nos referimos a este conjunto de autoridades como el Sistema Judicial (en 

adelante, SJ).  Este análisis excluye a organismos gubernamentales relacionados con la prestación 

del servicio a la justicia tales como el Ministerio de Justicia o el Instituto Nacional Penitenciario y 

Carcelario INPEC. 

Orden del documento 

El documento se desarrolla de la siguiente manera: primero, describimos la situación del SJ en 

relación con los recursos monetarios y humanos.  Observamos su evolución en términos reales y 

relativos, y comparamos la situación de Colombia con la de otros países de la región y del mundo.  

Segundo, exponemos que el SJ tienen un nivel bajo de rendición de cuentas, incluso en lo que se 

trata del cumplimiento del presupuesto de programas y proyectos de primera importancia.  

Tercero, mostramos que el SJ tampoco se caracteriza por aplicar herramientas adecuadas de 

política pública, al menos en lo que se trata del monitoreo y evaluación de programas y la 

ejecución de presupuestos de inversión.  Cuarto, argumentamos que a pesar de los problemas 

anteriores, la independencia del SJ requiere de cierta protección de su presupuesto.  Quinto, 

describimos las recomendaciones provenientes de la literatura comparada, que muestran las 

necesidades y problemas de los presupuestos fijos, y enfatizan acerca de la importancia de la 
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rendición de cuentas.  Por último, desarrollamos una propuesta de reforma del régimen 

presupuestal. 

 

I. Situación presupuestal del Sistema judicial 

En este apartado estudiamos los recursos dinerarios y humanos con que cuentan el Poder 

Jurisdiccional (PJ) y la Fiscalía General de la Nación (FGN). 

1. Recursos monetarios 

Empezamos por describir la evolución del presupuesto del sistema judicial, tanto en términos 

reales (controlando por la inflación) como en comparación del Presupuesto General de la Nación y 

el PIB per cápita.  Estas medidas nos dan una idea inicial de las tendencias de los recursos 

monetarios con que cuenta el SJ en las últimas dos décadas. 

Gráfico 1. Presupuesto de el Poder Jurisdiccional (PJ)* 
Precios constantes de 2010. 

Gráfico 2. Presupuesto de PJ*, en relación con 
tamaño del Estado y de la economía 

 
*Incluye altas cortes y juzgados. Excluye FGN, MinJusticia e INPEC.  
Fuentes para ambos gráficos: Informe de Gestión del Consejo Superior de la Judicatura al Congreso 2010-2011. 
Presupuesto General de la Nación, datos del Ministerio de Hacienda, Informe sobre apropiaciones definitivas del 
Presupuesto General de la Nación. PIB es calculado por CSJ con base en metodología de cálculo de 2000. 

El gráfico 1 muestra que el presupuesto real asignado al Poder Jurisdiccional puede dividirse en 

cuatro etapas: un aumento inicial entre 1992 y 1994, un nivel más o menos constante entre 1994 y 

2001, una disminución sustancial en 2002 de más de 100 mil millones de pesos, y un aumento 

sostenido hasta el presente.  El presupuesto pasa de 1.1 billones de pesos en 2003 a 2 billones en 

2011, lo que corresponde a un crecimiento presupuestal del 78%.5  También constatamos que la 

evolución del presupuesto del PJ per cápita es casi igual a la del presupuesto a precios constantes. 

En términos relativos, el presupuesto jurisdiccional tuvo un descenso respecto del Presupuesto 

General de la Nación (PGN) pasando de 2.1% en 1993 a 1.1% en 2007.  Desde entonces ha 

mostrado un leve crecimiento a 1.4% en 2011.  En comparación con la economía, el presupuesto 

de la Rama ha tenido un comportamiento más o menos estable alrededor de 0.35% del Producto 

                                                           
5
 Según el Departamento Nacional de Planeación (2008, p. 5) el crecimiento del gasto del sector justicia (44%) superó los 

incrementos porcentuales de los sectores de educación (32%) y defensa y seguridad (21.3%). 
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Interno Bruto (PIB) dentro de un rango de 0.47% en 1993 y 0.31% en 1992, 2003 y 2007.  Estos 

datos no son necesariamente negativos, teniendo en cuenta que durante las últimas dos décadas 

la economía creció de manera más o menos vigorosa, y que dentro de ésta, el gasto público ha 

aumentado de forma importante.6  A grandes rasgos, esto significa que el presupuesto del PJ ha 

crecido a la par con la economía, pero de manera menos que proporcional que el Estado. 

Observamos una tendencia similar en relación con el presupuesto de la Fiscalía General de la 

Nación (FGN).  Según observamos en los gráficos 3 y 4, el presupuesto de la FGN en términos 

reales aumentó de manera constante entre 2005 y 20117, lo cual sucede casi de manera calcada al 

presupuesto por cada cien mil habitantes. 

Gráfico 3. Presupuesto de la Fiscalía
8
 (FGN) 

Precios constantes de 2011. 
Gráfico 4. Presupuesto de la FGN, en 
relación con tamaño del Estado y de 

la economía 

 
Fuentes para ambos gráficos: Cálculos propios, con base en Informes de la FGN al Congreso de la República, excepto 
para el año 2005, con base en datos del anuario estadístico de la FGN. Presupuesto General de la Nación, datos del 
Ministerio de Hacienda, Informe sobre apropiaciones definitivas del Presupuesto General de la Nación. PIB es calculado 
por CSJ con base en metodología de cálculo de 2000. 

El presupuesto de la FGN relativo al tamaño del Estado y de la economía aumentó levemente de 

2005 a 2011, de 0.97% a 1.05% del Presupuesto General de la Nación, y de menos de un cuarto de 

punto porcentual a casi un tercio de punto porcentual del Producto Interno Bruto.  Para este 

periodo, el Presupuesto de la FGN creció proporcionalmente más que la producción interna y que 

el volumen del Estado.9 

                                                           
6
 En efecto, el peso del Presupuesto General de la Nación respecto del PIB pasó de estar por debajo del 20% durante el 

primer quinquenio de los noventas a alrededor de un 30% durante el 2010. 
7
 No encontramos datos mínimamente consistentes acerca del presupuesto de la FGN antes de 2005. 

8
 Este es el presupuesto asignado a la Fiscalía General de la Nación por parte del Ministerio de Hacienda, principalmente; 

en algunos casos, como en el Informe del año 2010, se hace referencia a la asignación de algunos montos (menores) por 
parte de otras entidades públicas, tales como la Dirección Nacional de Estupefacientes y el Ministerio del Interior.  
9
 También, nuestros cálculos arrojan que, a precios de 2011, el Presupuesto del Instituto Nacional de Medicina Legal 

aumentó, de 75 mil millones en 2006 a 136 mil millones en 2011 –un aumento del 85% del presupuesto en cinco años-.  
Esto significa haber pasado del 0.06% al 0.09% del PGN en el mismo periodo, y de 0.018% a 0.025% del PIB.  
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Ahora bien, ¿cómo se comparan estos niveles presupuestales con los de otros países?  Los gráficos 

5, 6 y 7 comparan la situación presupuestal del PJ de Colombia con la de otros países de la región y 

del mundo, de diversos niveles de desarrollo, régimen jurídico  y distribución geográfica del poder, 

recogidos en su mayoría de comparaciones realizadas por el Centro de Estudios de Justicia de las 

Gráfico 5.  Prsp. de la RJ per cápita.  Diferentes países. 

Gráfico 6.  Prsp. de la RJ /PIB.    Diferentes países  

Gráfico 7.  Prsp. de la RJ /PGN.     Diferentes países  
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Américas CEJA y la Comisión Europea para la Eficacia de la Justicia.10  Dados los problemas 

metodológicos de realizar este tipo de comparaciones, este ejercicio no puede ser más que 

ilustrativo.11  

Observamos que los niveles presupuestales relativos de Colombia, aunque lejos de los de algunos 

países desarrollados, no parecen comparativamente malos.  El gasto per cápita en tribunales nos 

ubica más o menos en la mitad de la región y mejor que algunos países de más altos niveles de 

desarrollo.  En comparación del PIB, Colombia se ubica también en un punto medio de los países 

analizados, alrededor del 0.3%.  Y en comparación del gasto estatal, se compara con la mayoría de 

países latinoamericanos, alrededor del 1.2% del Presupuesto General. 

 

Fuente: Cálculo de Shack y Porras (2010) con datos del Centro de Estudios de Justicia de las Américas CEJA 

Una posible crítica a este análisis es que los colombianos somos excepcionalmente conflictivos, y 

por lo tanto nuestro sistema judicial necesita de cantidades de recursos inusuales para la esfera 

internacional.  Pero esto no es cierto.  Según el análisis realizado por Shack y Porras (2010) para 

CEJA, la tasa de litigiosidad12 en Colombia no es nada inusual para la región.  Incluso, Colombia 

muestra un nivel relativo de casos por habitante casi cuatro veces menor que el de Chile (gráfico 

8). 

                                                           
10

 Las fuentes de este ejercicio son: Fuentes: Para los países de la región, CEJA Reporte de Justicia de las Américas 2006-
2007;  Para los países europeos, CEPEJ (2010) Systèmes Judiciaires Européens, Efficacité et Qualité de la Justice, con 
datos de 2008; Para Alemania, España y Serbia, CEPEJ (2008), Ibid, con datos de 2006. Para Sudáfrica, datos del 
Ministerio del Tesoro para 2008 http://www.treasury.gov.za/comm_media/press/monthly/monthly_2008.aspx. Para la 
Provincia de Mendoza-Argentina, datos de 2007 encontrados en 
http://www.jusmendoza.gov.ar/informacion/organigrama/estadistica_2007.htmen. Para Arizona, datos de 2007 
encontrados en http://www.azcourts.gov/2009annualreport/RevenueExpenditureSummary.aspx.  Tasas de cambio 
calculadas a partir de promedios del año correspondiente.  Para todos los casos, cálculo presupuestal incluye todos los 
tribunales de justicia y excluyendo fiscalías oficinas de investigación de crímenes, ministerios públicos, y agencias de 
provisión de asistencia legal. 
11

  Este tipo de comparaciones puede afectarse, entre otras, por diferencias provocadas por las tasas de cambio 
aplicadas o distinciones en los conceptos comparados.  A pesar de las eventuales diferencias de metodologías utilizadas, 
el estudio de Nelson Shack, Lisa Bhansali, Arnaldo Posadas y Rosmary Cornejo (2009) acerca de los recursos judiciales de 
varios países latinoamericanos llega a cifras muy parecidas a la utilizadas en aquí (pp. 38 y 39).   

12
 Expedientes ingresados por 100 mil habitantes 

Gráfico 8.  Prsp. de la RJ /PGN.     Países 

de la región 2007 

http://www.treasury.gov.za/comm_media/press/monthly/monthly_2008.aspx
http://www.jusmendoza.gov.ar/informacion/organigrama/estadistica_2007.htmen
http://www.azcourts.gov/2009annualreport/RevenueExpenditureSummary.aspx
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Ahora bien, de los gráficos anteriores también derivamos que los indicadores acerca de los 

recursos monetarios relativos con que cuentan las autoridades judiciales no son totalmente 

pertinentes para medir el desempeño del aparato judicial.  De una parte, el nivel presupuestal 

frente al PIB o el PGN, aunque permite comparar la evolución de los recursos con que cuenta el SJ, 

no dice mucho acerca de la suficiencia de recursos como tal.  Es decir, la determinación de las 

necesidades y de la suficiencia de los recursos del Sistema es en parte independiente del tamaño 

del Estado o de la economía.  Puede que el Presupuesto General y el PIB permitan tener una idea 

de la demanda por justicia.13  Pero aún si esto fuere cierto, una multiplicidad de factores 

adicionales inciden, de una parte, en el tamaño de los presupuestos públicos y de la producción de 

valor en la economía, y de otra, en las necesidades del SJ.14 

Estos datos nos permiten mostrar que al nivel de recursos relativos, no estamos mal en 

comparación de la región y diversos países del mundo.  Pero es necesario explorar otros 

indicadores que nos permitan tener una mejor idea del nivel de recursos que necesita y con que 

cuenta lo judicial.  Como veremos adelante, mucha de esta información no existe o no está 

disponible. 

2. Recursos humanos 

Otra forma de analizar la suficiencia de recursos es a través de los recursos humanos dedicados a 

la provisión de servicios judiciales.  En este apartado describimos algunos datos acerca del 

personal utilizado en el SJ, sobre todo para la solución de problemas penales complejos, en los que 

tradicionalmente se dice que existen bajos resultados.15 

                                                           
13

 Así, el CEPEJ nota que los países de mayor PIB per cápita, dado su alto nivel de riqueza, tienden a destinar menores 
niveles de su PIB o su presupuesto general a la justicia, sin que ello signifique una apropiación insuficiente. CEPEJ (2010, 
p. 46). 
14

 Es por esto que en muchos países más desarrollados la relación entre el presupuesto de la justicia, y el presupuesto 
nacional o el PIB pueden ser mucho más bajos que para Colombia.  En efecto mientras que el presupuesto del PJ 
canadiense representa un 0.03% del PIB del país y un 0.1% del PGN, el presupuesto  del PJ colombiana corresponde a un 
0.32% del PIB y un 1.2% del PGN.  Esto no significa que Colombia está mejor que Canadá. Lo que significa es que 
probablemente Canadá responde a las necesidades jurídicas de su población con una proporción menor de recursos 
públicos o de la economía.  
15

 Hartmann (2010 p.231) presenta seis ejemplos de delitos complejos para los que tradicionalmente se han dado 
resultados bajos. De acuerdo con la autora, para 2008 el porcentaje promedio de condenas sobre entradas para los 
delitos de homicidio, secuestro, extorsión, cohecho, peculado y delitos relacionados con la celebración de contratos fue 
del 3.09%.  Así mismo, la CCJ (2010) calcula que, a mayo de 2010, las sentencias por homicidios contra sindicalistas 
tramitados ante la subunidad OIT de la Fiscalía correspondían al 14% de los casos ingresados a dicha unidad, mientras 
que para los demás crímenes cometidos contra esta población el porcentaje de sentencias proferidas era apenas del 
1.6%. 
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Gráfico 9. Planta de Fiscales. Gráfico 10. Casos por fiscal 

 
Fuentes para ambos gráficos: Cálculos propios, con base en Anuario Estadístico de la FGN de 2011 (Planta de Fiscales), y 
respuesta a derecho de petición de la FGN a Dejusticia.  Ingresos por fiscal incluye L. 600 y 906.  Casos por resolver 
contempla el inventario por evacuar por año.  Rango de casos a resolver se refiere casos de Ley 906 de 2004 y a fiscales 
competentes para resolver dichos procesos.

16
 

En primer lugar, los datos de la FGN indican que la planta total de fiscales del país se mantuvo 

constante entre 1999 y 2010, con excepción de un aumento de 400 funcionarios en el año 2007 

(se pasó de 3.600 a 4.000 funcionarios), lo cual equivale a un aumento de más del 10% (gráfico 9).  

Esto implica una disminución paulatina del número de fiscales por cada 100 mil habitantes hasta 

2007.  A su vez, ello corresponde a un número de casos ingresados por fiscal que varía entre 90 y 

168 procesos entre 1999 y 2010, y a un número de casos por resolver (que incluye el inventario) 

en el Sistema Acusatorio en 2010 que oscila entre 308 y 435, dependiendo del número de fiscales 

dedicados a procesos de Ley 906 que se consideren (gráfico 9).17 

A nivel comparado, el recurso humano de la fiscalía no parece bajo.  El número de fiscales por 

cada 100 mil habitantes para el año 2008 es el más alto de la región y está por encima de Canadá, 

España e Inglaterra (gráfico 11).   

El número de casos por fiscal, que según el CEJA era de 232 para el año 2008, se ubica en un nivel 

relativamente bajo para los países de la región.  Es de destacar que Chile, que es uno de los países 

que menos problemas ha tenido en la implementación del sistema acusatorio, y que muestra tasas 

de impunidad bastante bajas para delitos como el homicidio18, tiene más de 2.000 mil casos por 

Fiscal (gráfico 11).  Algo parecido sucede con Costa Rica, cuyo sistema penal normalmente sale 

bien librado. 

                                                           
16

 Aclaraciones metodológicas.  El inventario de casos se calcula adicionando el inventario del año anterior con las 
entradas, menos las salidas.  Las salidas incluyen archivos, que estrictamente no terminan el proceso pero que en la 
práctica dejan de ser una carga laboral para el fiscal.  Rango de casos por resolver en 2010 (no obtuvimos datos de 
asignación de casos de Ley 906 y Ley 600 para otros años), depende de la carga de Sistema Acusatorio asumida para 
fiscales con asignación mixta de Ley 600 y Ley 906.  Para el año 2010, carga laboral de fiscales por Ley 600 y Ley 906 
proveniente de CEJ (2011, p. 19), la cual a su vez proviene de datos suministrados por la oficina de planeación de la FGN. 
17

 Estas cifras difieren de los indicado por la CEJ, que señala que en Bogotá en 2008 el caso promedio de fiscal local era 
de 776 noticias criminales; y de un fiscal seccional era de 711 procesos, e indica que dichas “cifras… distan 
significativamente de los parámetros establecidos en los estudios preparatorios para la implementación de la reforma” 
de 500 por fiscal local y 400 por seccional. (CEJ p. 52, refiriéndose a UNIANDES-SER). 
18

 Alrededor de dos tercios de los casos de homicidio en Chile resultan en una sentencia condenatoria, en comparación 
de menos de uno de cada veinte de dichos casos en Colombia.  Ver Ceja (2010 p. 39). 
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Claro está, el promedio de casos por fiscal puede esconder la verdadera carga de trabajo de 

algunos  de estos funcionarios, dependiendo de la complejidad de los procesos.  De una parte, 

puede haber funcionarios muy congestionados cuya carga es muy superior al promedio.  De otra, 

la resolución de casos difíciles o graves necesita de más tiempo.  Para Colombia esto puede ser 

observado en la Unidad de Derechos Humanos de la FGN, que en 2009 tenía alrededor de 50 casos 

por fiscal.19  En tanto que la mayoría de los procesos de dicha unidad son muy complicados, dicha 

cifra puede incluso ser elevada.  Seguramente, los casos de homicidio por Fiscal en Chile son bajos, 

a pesar de que el número relativo de casos por funcionario sea mucho mayor que para Colombia.20   

                                                           
19

 Rojas y Marín (2010 p. 6) señalan que el promedio de casos por fiscal en la UDH es de 52.  Esto mismo hemos podido 
constatarlo por medio de las entrevistas que hemos realizado en distintas investigaciones de Dejusticia a diferentes 
fiscales de la UDH.   
20

 Esta afirmación es respaldada con un cálculo superficial con base en las cifras los anuarios estadísticos del Ministerio 
Público de Chile.  Durante el año 2011 se reportan 1463 homicidios, de los cuales se reportan condenas en 1074 casos 
(73% de los casos!!). Se constatan 43 fiscales encargados de la persecución de estos delitos, lo que sugiere que para 
dicho año hubo cerca de 35 entradas de homicidios por fiscal competente. 

Gráfico 12.  Causas por Fiscal 

Gráfico 11.  Fiscales por 100.000 
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Esto nos permite concluir que un factor primordial es la gestión del recurso humano de acuerdo a 

la gravedad de las causas penales, lo cual puede llegar a tener más incidencia que simplemente el 

nivel nominal de funcionarios. 

 

Fuentes para ambos gráficos: cálculos propios, con datos del Informe de Gestión del Consejo Superior de la Judicatura al 

Congreso 2009 – 2010. 

Al nivel de jueces, observamos la evolución nominal y relativa de juzgados y despachos judiciales –

que incluyen todos los tribunales judiciales y altas cortes-.  Los datos del CSJ muestran un número 

más o menos constante de juzgados y despachos entre 1995 y 2004, y desde 2005, de manera 

simultánea al comienzo de la implementación del Sistema Acusatorio, un aumento importante 

probablemente jalonado por el número de juzgados nuevos (gráfico 13).  En términos relativos, 

esto significa un descenso de los despachos por cada 100.000 habitantes, hasta 2005, cuando 

dicho indicador aumentó hasta por encima del promedio de los últimos quince años (gráfico 14). 

A nivel comparado Colombia tampoco parece salir mal librada.  Con alrededor de 9 jueces por 

cada 100 mil habitantes, se ubica en un nivel superior de los países de la región, cercano a España 

y Estados Unidos, y por encima de países o regiones de alto nivel de desarrollo como la República 

de Irlanda, Canadá, o Escocia e Inglaterra.   

Se podría señalar que el número de funcionarios debe también estar relacionado con los retos 

impuestos por el territorio.  Al respecto, el gráfico 15 muestra que Colombia parece contar con un 

número de jueces relativo a la superficie mayor que Bolivia, Argentina, Chile, Perú y Brasil, aunque 

menor que México.  En comparación con otras regiones, dicho indicador parece más alto que para 

Estados Unidos y Canadá, pero menor que para varios países europeos de reciente desarrollo.21 

                                                           

21
 Fuentes para los tres gráficos: Para los países de la región, CEJA Reporte de Justicia de las Américas 2006-2007;  

Para los países europeos, CEPEJ (2010) Systèmes Judiciaires Européens, Efficacité et Qualité de la Justice, con datos de 
2008; Para Alemania, España y Serbia, CEPEJ (2008), Ibid, con datos de 2006. Para Sudáfrica, datos del Ministerio del 
Tesoro para 2008 http://www.treasury.gov.za/comm_media/press/monthly/monthly_2008.aspx. Para la Provincia de 
Mendoza-Argentina, datos de 2007 encontrados en 
http://www.jusmendoza.gov.ar/informacion/organigrama/estadistica_2007.htmen.  Para el Estado de California, ver 
“Examining the Work of State Courts” en http://www.courtstatistics.org 

Gráfico 14.  Juzgados y despachos por 100.000 habitantes Gráfico 13.  Número de juzgados y despachos  

http://www.treasury.gov.za/comm_media/press/monthly/monthly_2008.aspx
http://www.jusmendoza.gov.ar/informacion/organigrama/estadistica_2007.htmen
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Gráfico 15.  Jueces por cada 1000 km
2
 

Gráfico 16.  Jueces por cada 100k hab. 

Gráfico 17.  Causas por juez 
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En cuanto a un indicador de la carga de trabajo, Colombia parece tener un nivel inferior de causas 

por juez que Chile y Brasil, pero más alto que Argentina, Ecuador y Guatemala (gráfico 17).  Por 

fuera de la región, el nivel de casos por juez parece ser inferior que para Estados Unidos y el Reino 

Unido. 

Es curioso que un país como México, que tradicionalmente es poco efectivo en la resolución de 

necesidades jurídicas, muestre indicadores de altos niveles relativos de disponibilidad de 

funcionarios, con alrededor de tres veces más de jueces por territorio y per cápita que Colombia.  

En comparación, aunque el número relativo de fiscales y jueces chilenos parece ser muy bajo, 

dicho país ha tenido muchos menos problemas en la implementación del sistema acusatorio.   

Esto nos permite afirmar a un punto importante: la disponibilidad de recursos en determinados 

casos no está necesariamente relacionada con la efectividad relativa del sistema.  La gestión 

eficiente de los casos puede jugar un papel igual o más importante.  Ello implica tener la capacidad 

de asignar adecuadamente los recursos disponibles, y de contar con políticas judiciales con 

contenido importante de herramientas de política pública, que a su vez, necesitan de 

fundamentos empíricos para la toma de decisiones.22  Pero más adelante veremos que esto parece 

ser así en Colombia. 

*** 

Los anteriores datos muestran una situación de incertidumbre.  El aumento de los recursos 

financieros y humanos de los últimos años permite pensar que el sistema judicial no está en la 

situación de abandono en la que pudo estar en décadas anteriores.  De otra parte, aunque es 

                                                           
22

 Este análisis deja por fuera el de la disponibilidad de investigadores de policía judicial, que al provenir de diferentes 
entidades dificultan la recolección de datos acerca de su evolución o comparabilidad que sean mínimamente confiables.  
Aunque no vemos bien cómo probarlo, es posible que dichos funcionarios sean verdaderamente escasos.  En las 
investigaciones que Dejusticia ha realizado acerca de la judicialización de crímenes complejos,- ver Bernal y La Rota 
(2012), Guzmán, La Rota y Uprimny (2011), La Rota, Montoya, Páramo y Uprimny (2011), Dejusticia (2010)-, casi todas 
las entrevistas realizadas mencionan la clara insuficiencia de investigadores de la policía judicial.  Algunos datos pueden 
ser útiles: los datos de la CEJ sugieren que los recursos humanos dedicados a la investigación penal han aumentado 
considerablemente.  Citando la página de internet de la Policía Nacional, la CEJ indica que “la policía nacional inició un 
plan de ampliación gradual de su planta de investigadores y peritos, pasando de un total de 8.116 en 2007 a 11.218 en 
2009, y 14.510 en 2010” (CEJ. p. 52).  Si esto es cierto, las plantas de investigadores y peritos aumentaron en 78% en tres 
años.  Adicionalmente, la CEJ indica que la Fiscalía ha otorgado funciones de policía judicial a asistentes de fiscales para 
su colaboración en aquellos trámites que no signifiquen desplazamientos. (CEJ. p. 52.)  A su vez, el CTI ha aumentado la 
planta de personal con funciones de policía judicial, que pasó de 4.833 funcionarios en 2004 a 6.929 en 2009, 
incremento destinado más que todo a Ley de Justicia y Paz y el  Sistema de Responsabilidad Penal de Adolescentes 
SRPA. (CEJ. p. 52.).  Pese a los incrementos descritos la CEJ afirma que “aún se percibe un déficit de policía judicial por 
parte de los operadores del SPA y de los recursos con los que ésta cuanta para ejercer sus funciones…”. (CEJ. p. 53.).  No 
comprendemos bien los fundamentos cuantitativos de esta afirmación, pues no contamos siquiera con hipótesis del 
número adecuado de casos que ha de manejar cada investigador –dependiendo de su complejidad y gravedad-.  Por su 
parte, de nuestras investigaciones concluimos que las unidades especializadas de la Fiscalía, tales como la UDH-DIH 
cuentan con niveles relativamente más numerosos de investigadores.  Por ejemplo, el conjunto de fiscales encargados 
de investigar y acusar los delitos contra sindicalistas cuentan con alrededor de cuatro o cinco investigadores por Fiscal.  
Teniendo en cuenta que cada Fiscal tiene alrededor de 50 procesos activos, esto es diez casos por investigador.  En 
comparación, tomando datos de la Policía Nacional y el CTI en 2010 (no encontramos datos para más años) Colombia 
contaba con más de 21 mil investigadores de policía judicial (más 14 mil de la Policía Nacional y casi 7 mil del CTI), lo que 
corresponde a más de cinco investigadores por fiscal y a 32 casos ingresados anualmente por investigador.  Datos del 
Informe Ejecutivo al Congreso 2009-2010 (Policía Nacional p. 4) e Informe de Gestión 2009-2010 (FGN p. 201). 
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posible que en muchas situaciones existan problemas graves de insuficiencia de personal para 

tramitar correctamente los procesos –presumiblemente, en áreas como la investigación judicial y 

la medicina legal-, dicha afirmación no cuenta con evidencia empírica sólida en el momento 

presente.   

De otra parte, observamos que mejoras sustanciales que de algunos niveles funcionarios, no han 

tenido un impacto claro en los resultados.  Aunque es necesaria más evidencia empírica al 

respecto, el aumento de policías de investigación, y la creación de unidades especializadas con 

mejores ratios personal/casos23 no se han visto traducidos en una mejora palpable de los 

resultados.  

Esto sugiere que otros factores, en vez de, o adicionales a, la insuficiencia de recursos, afectan de 

manera importante la efectividad del aparato de justicia.  La ineficiente o incorrecta utilización de 

recursos puede impedir el buen funcionamiento del SJ.  ¿Es esto cierto? El problema es que no lo 

sabemos a ciencia cierta.  Como observaremos en los siguientes dos apartados, no es claro cómo 

han sido invertidos y gastados los dineros relativos a proyectos paradigmáticos del SJ. 

 

II. Bajas rendición de cuentas y precisión acerca de 

resultados y necesidades presupuestales 

Para las personas que estudian el comportamiento del Sistema Judicial no es nuevo que los datos 

acerca de su funcionamiento dejen mucho qué desear.  Los ejemplos acerca de esto son 

innumerables y no vale la pena que este escrito los resuma.  En este apartado nos referimos a algo 

más específico, que se relaciona con la información disponible para analizar el nivel de 

cumplimiento de los presupuestos establecidos para proyectos o programas judiciales.   

Describimos la ausencia de datos respecto de, ni más ni menos, el sistema acusatorio (en adelante 

SA).  Quizás durante los últimos veinte años no se ha adelantado un proyecto de reforma judicial 

de tan profundo calado o con pretensión de tan alto impacto.  Y a diferencia de múltiples políticas 

judiciales, para la implementación del SA se realizaron unos cálculos preliminares básicos que 

preveían los niveles de inversión y gastos de funcionamiento necesarios para los primeros años de 

                                                           
23

 Un ejemplo es la subunidad de la FGN encargada de investigar los delitos contra trabajadores sindicalizados, en la que 
cada Fiscal contaba en 2009 y 2010 con cuatro o cinco investigadores del CTI, la DIJIN y la SIJIN, pero cuyos resultados 
mejoraron sólo de manera marginal en comparación con las tasas de fracaso de los homicidios ordinarios.  Es 
importante tener en cuenta que la investigación de muchos estos delitos puede ser difícil, pues, entre otras razones, ha 
pasado mucho tiempo desde su comisión.  Sin embargo, la subunidad UDH cuenta con un amplio material probatorio 
aportado por las versiones libres de justicia y paz.  En todo caso, el estudio de Dejusticia se percata que los fiscales de 
esta subunidad trabajaban de manera individual y descoordinada para un fenómeno criminal que tiene muchas 
características de sistematicidad.   (Dejusticia 2010)  En el mismo sentido, la Unidad de Justicia y Paz, a pesar de contar 
con cuantiosos recursos de la comunidad internacional, y de haber generado información valiosa para la resolución de 
otros casos ordinarios (para el caso de delitos contra trabajadores sindicalizados por ejemplo), no ha logrado resultado 
satisfactorios respecto del proceso de Justicia y Paz.  Tras más de cinco años de trabajo, dicha unidad ha logrado cinco 
sentencias (dos en firme).  
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dicho esfuerzo.  Pero como lo exponemos en las siguientes líneas, no son claras las más básicas 

cifras acerca de si estos presupuestos iniciales se cumplieron. 

Lo primero que salta a la vista al momento de analizar los procesos y resultados del SA es la 

repetida afirmación de todo tipo de funcionarios acerca de la escasez de recursos.  Dentro de los 

que sostienen esto, se encuentran magistrados de alto prestigio incluyendo a presidentes de la 

Sala Administrativa del CSJ.  En 2010, Hernando Torres señaló que “el déficit [según la CEJ, 

entendido como la diferencia entre el costo proyectado y los recursos apropiados] del área penal 

para [el Consejo Superior de la Judicatura] asciende a 78 mil millones discriminados [en] 35 mil 

millones en inversión del SA, 19 mil millones en inversión del sistema de responsabilidad penal 

para adolescentes, y 24 mil millones para el presupuesto de funcionamiento, que contempla 

gastos generales y de personal”24.  En el mismo sentido, el Magistrado de la Sala Administrativa 

Jesael Antonio Giraldo Castaño sostuvo el 27 de octubre de 2008 que respecto del SA “tenemos un 

desfase e 44 mil millones de pesos.”25 

En concordancia con estas afirmaciones, diversas organizaciones públicas y privadas señalan que 

las apropiaciones para inversión necesarias para la implementación del SA han sido inferiores a los 

montos presupuestados y necesarios.26 

Sin embargo estas afirmaciones no parecen tener sustento en los datos disponibles para la 

sociedad civil.  No es que sean equivocadas; es que no hay suficiente información. 

En la Tabla 1 resumimos la proyección realizada por la Universidad de los Andes y el Instituto SER 

acerca de los costos de inversión y funcionamiento proyectados para la reforma del SA.   

                                                           
24

 CEJ. p132.  
25

 Intervención La multiplicidad de operadores para la solución de una misma solución jurídica” realizada en el Foro 
Visión Colombia II Centenario.  Ver CEJ (p. 132).  
26

 Por ejemplo, la CEJ sostiene que uno de los problemas preponderantes identificados en la implementación del SA es la 
insuficiencia de recursos económicos disponibles para tal efecto (CEJ, p. 30).  Sin embargo, a pesar de un análisis muy 
completo en otros campos, los datos que provee la Corporación al respecto acaban siendo poco concluyentes. 
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Tabla 1. Proyección - costos de inversión y funcionamiento para SA. 
(Miles de millones de 2003) 

    2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 Total 

In
ve

r FGN 5,4 6,0 5,4 5,0 0 0 0 21,8 

CSJ 9,0 34,3 17,9 16,6 0,06 0 0 77,86 

Total 14,4 40,3 23,3 21,6 0,06 0 0 99,66 

Fu
n

ci
o

n
 

FGN 0 0,01 0,02 0,03 0,05 0,05 0,05 0,2 

CSJ 0 1,9 3,9 5,9 7,8 7,8 7,8 35,1 

Total 1,2 3,2 5,1 7,1 7,9 7,8 7,8 35,3 

Total I+F 15,6 43,5 28,4 28,7 8,0 7,8 7,8 135,0 

Fuente: Universidad de los Andes e Instituto SER (2004, p. 54 y 56)
27

 

Lo esperable entonces sería comparar los montos expuestos en la Tabla 1 y los recursos de 

inversión ejecutados para el SA en estas áreas.  A nuestro saber, dicho ejercicio no ha sido 

realizado por ninguna autoridad pública.  Pero hay dos esfuerzos privados que lo intentan: el de la 

Corporación Excelencia en la Justicia y el de Dejusticia. 

1. Cálculos de la Corporación Excelencia en la Justicia 

La CEJ, en su carácter de secretaria técnica de la Comisión Interinstitucional de Seguimiento al 

Sistema Penal Acusatorio – lo que nos permite suponer que tuvo acceso a los mejores datos 

disponibles en la materia-, toma los montos apropiados y ejecutados para el “área penal”.  

Tomando datos del Presupuesto general de la Nación provenientes del Ministerio de Hacienda y el 

Departamento Nacional de Planeación, indican que los recursos apropiados y ejecutados para 

inversión son: 

Tabla 2. Montos apropiados y ejecutados para inversión en el “área penal”. 
Datos de CEJ (2004, p. 132 y 133).  Miles de millones 

 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 (mayo) Total 

Apropiación 15 18 30 37 25 20 25 170 
Ejecución   41 49 34 27 34 185 

Fuente: Corporación Excelencia en la Justicia (2004, p. 132, 133)
28

 

Nótese que desde el año 2006, tanto la apropiación como la ejecución de inversión del “área 

penal” son desde 2006 bastante superiores a la proyección de inversión del Sistema Acusatorio.29  

                                                           
27

Juntar los datos de esta tabla no es un ejercicio tan sencillo como parece.  Los datos de la publicación de Uniandes y el 
Instituto SER (2004) parecen no coincidir en varias partes.  Dos tablas, de dicho documento parecen mostrar lo mismo, 
pero tienen cifras ligeramente distintas (ver Figura 20 en p. 54 y Cuadro 4.1 en p. 56).  Adicionalmente, la tabla que al 
respecto es recogida por la CEJ (2011, p. 130) tampoco contiene cifras iguales.  Estas diferencias pueden deberse a 
diferentes versiones del mismo documento, y de otra parte, diferentes manera de clasificar los cálculos por año o por 
rubro.  Las publicaciones mencionadas no otorgan una explicación suficiente al respecto.  Para el presente documento, 
decidimos tomar la tabla que explícitamente es utilizada por Uniandes y el Instituto SER (cuadro 4.1 en p. 56), que en 
general se refieren a los montos más altos.  En todos los casos, estas cifras son más altas que las cifras tenidas en cuenta 
por CEJ (2004, p. 130).  
28

 Es curioso que los montos ejecutados sean superiores que los apropiados.  Ignoramos cuáles pueden ser las razones 
de esto. 
29

 Los datos de la CEJ incluyen a la Defensoría del Pueblo y la Procuraduría General de la Nación, los cuales por simpleza 
no se muestran en este documento.  Sin embargo, esta exclusión no cambia el resultado principal correspondiente a la 
apropiación y ejecución de recursos de inversión superior a la proyectada, la cual es mostrada de dicha forma en el 
documento de la CEJ.  Según la CEJ, la necesidad de inversión de la Defensoría y la Procuraduría sumaba cinco mil 
millones de pesos para dicho periodo. 
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Para el periodo 2004 mayo de 2010, el monto ejecutado para inversión supera la proyección en 85 

mil millones de pesos.  El monto apropiado supera en 70 mil millones la proyección de inversión.  

La Corporación esgrime una explicación razonable, al indicar que estas cifras corresponden a la 

totalidad del área penal, lo que incluye necesidades de inversión para la implementación de otras 

políticas de envergadura, tales como el Sistema de Responsabilidad Penal de Adolescentes (en 

adelante el SRPA), y la Ley de Justicia y Paz. (p. 133 y137).30 31 

A su vez, la CEJ desagrega los montos apropiados para inversión en el área penal para la Fiscalía y 

el CSJ, llegando a resultados similares.  A pesar de una sub-apropiación durante algunos años, para 

todo el periodo se observa una clara sobre-ejecución. 

Tabla 3. Recursos de inversión.  Proyección para SA y apropiación para “área penal”. 
Miles de millones de pesos 

    2004 2005 2006 2007 2008 Total 

FG
N

 

Proyectado 5,4 6,0 5,4 5,0 0 21,8 
Apropiado 2 5 4,2 8 16 35,2 

C
SJ

 Proyectado 9,0 34,3 17,9 16,6 0,06 77,9 

Apropiado 12 14 24 23 6 79 

Fuentes: Recursos proyectados, Uniandes e Instituto SER (2004, p. 
56).  Recursos apropiados, CEJ (2011, p. 137)

32
 

La CEJ indica que las ejecuciones de inversión para el área penal “han superado ampliamente las 

proyecciones realizadas en 2004.”  Pero señala que dicha sobre-ejecución ha sido insuficiente para 

atender los problemas relativos a los rezagos en capacitación e infraestructura con que venía el 

sistema penal desde antes, y la puesta en marcha de políticas intensivas en infraestructura tales 

como la Ley de Justicia y Paz, el Sistema Acusatorio o el SRPA. (p. 136). 

Al fin de cuentas, el análisis de la CEJ deja una duda esencial acerca de los datos disponibles: al 

parecer no es posible desagregar las apropiaciones y ejecuciones dirigidas a diferentes políticas 

judiciales penales.  A pesar de las afirmaciones de magistrados y de la propia CEJ, no se sabe de 

forma certera si en realidad la destinación de recursos es o no suficiente en comparación de las 

proyecciones de inversiones realizadas al inicio de la implementación de las políticas.  Aunque lo 

consignado para el área penal parece corresponder a las proyecciones, este monto puede incluir 

destinaciones desconocidas cuyo peso no conocemos.  Esto, de nuevo, plantea serios 

cuestionamientos acerca de la información manejada por las autoridades judiciales.  Es cierto que 

en diversas ocasiones la separación de gastos por políticas o programas puede ser compleja, dado 

                                                           
30

 Esto podría ser más claro, pues en una nota metodológica acerca de los recursos apropiados, la CEJ afirma que desde 
2006, las cifras corresponden “al rubro denominado Sistema Penal Acusatorio – SPOA en el reporte de ejecución de la 
vigencia del sector Interior y Justicia el cual equivale a la inversión en el área penal.” 
31

 Posteriormente (p. 137) la CEJ afirma que “al finalizar el año 2008, el resultado del ejercicio de inversión excedió las 
previsiones en aproximadamente 80 mil millones, si se tiene en cuenta que la ejecución durante dicha vigencia fue de 
192.359 millones, en rubros de inversión d dedicados exclusivamente a temas del área penal. Sin embargo, esta cifra 
debe ser vista a la luz de la implementación de los sistema de justicia y paz y responsabilidad penal de adolescentes, que 
comenzaron de forma casi paralela con el SA”.  No es clara la manera cómo son compatibles las cifras presentadas 
anteriormente acerca de la ejecución de montos de inversión para el área penal. 
32

 Tener en cuenta que estos datos terminan en 2008, lo que puede mostrar una inconsistencia con los de la apropiación 
y ejecución del cuadro anterior.   
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que los mismos costos pueden causarse de manera simultáneamente para rubros compartidos 

entre programas -por ejemplo, la construcción de una sala de audiencias que sirve para Justicia y 

Paz, procesos de Ley 906 y SRPA-.  Pero existen técnicas para distinguir la asignación de los 

recursos compartidos, por ejemplo a partir de la aplicación de proporciones de gasto por 

programa. 

2. Datos recopilados por Dejusticia  

En un ejercicio más sencillo que el realizado por la CEJ, en Dejusticia intentamos averiguar los 

niveles de recursos de inversión asignados para el SA.  Para ello, realizamos dos indagaciones que 

complementan los cálculos de la Corporación. 

El primero es el más sencillo, y corresponde a constatar los recursos apropiados de acuerdo a los 

Informes de Gestión.  Aunque el Consejo Superior no contiene información al respecto, el Informe 

de Gestión 2009 – 2010 de la FGN indica que para esta entidad fueron apropiados para inversión 

más de 67 mil millones de pesos para el año 200933 y cerca de 69 mil millones para 2010.  No 

entendemos cuáles son las diferencias entre los montos descritos en el informe de Gestión de la 

Fiscalía y los números que para 2009 calculó la CEJ a partir de los documentos presupuestales del 

Ministerio de Hacienda.  Las cifras del informe de la Fiscalía para inversión superan por más de 

tres factores la suma apropiada para el área penal según el documento de la CEJ.  En agregado, lo 

apropiado para inversión supera en seis veces la inversión multianual total necesaria para 

implementar el SA.34 35  De nuevo, estas cifras no discriminan por diferentes proyectos de la FGN, 

incluyendo el SRPA o Justicia y Paz.  Pero la magnitud del Proyecto de Sistema Acusatorio, del cual 

dependen todos los procesos penales cuyos delitos se cometieron desde 2005, debería hacer una 

parte importante de los recursos de inversión. 

El análisis anterior sigue dejando abierta la incógnita acerca de si los montos apropiados y 

ejecutados son o no superiores a los proyectados para el SA, teniendo en cuenta la ausencia de 

una individualización de la asignación presupuestal para dicho proyecto.  Por esta razón, desde 

Dejusticia elevamos un derecho de petición al Consejo Superior de la Judicatura solicitando los 

montos específicos apropiados y ejecutados, específicamente para la implementación del Sistema 

Acusatorio, el Sistema de Responsabilidad Penal de Adolescentes, y los esfuerzos de aplicación de 

la Ley de Justicia y Paz.36 

En primer lugar, el CSJ indicó que los recursos de inversión “asignados” para el SRPA eran de 18.2 

miles de millones para el lapso 2007-2010.  Los asignados para el cumplimiento de la Ley de 

                                                           
33

 De los cuales fueron ejecutados un poco menos del 98%.  
34

 La suma apropiada para inversión de Instituto de Medicina Legal para 2009 es igual al monto descrito por la CEJ para 
el área penal.  
35

 En el mismo sentido, el documento de Direccionamiento Estratégico de la Fiscalía General de la Nación establece para 
los años 2005-2009 unos “recursos estimados de inversiones” por 314.000 millones de pesos.  Aunque no es clara la 
manera como la Fiscalía llega a este resultado, ni la desagregación detallada de los recursos (ver p. 39 del documento), 
dicho monto total acaba volviendo irrelevante la proyección de recursos de inversión de cerca de 9.000 millones para la 
Fiscalía en el Sistema Acusatorio.  
36

 Este derecho de petición, así como su respuesta, pueden encontrarse en la página de Dejusticia, www.dejusticia.org/ 
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Justicia y Paz fueron de 684 millones para el mismo periodo.  Asumiendo que estos datos son 

correctos, descontamos estos montos de las cifras del “área penal”, concluyendo que lo restante 

para el SA es suficiente, al resultar un sobrante de  inversión de alrededor de más de 70 mil 

millones en comparación del presupuesto de inversión. 

De otra parte, el CSJ aportó los montos gastados relativos al Sistema Acusatorio.  En los gráficos 18 

y 19 observamos los montos indicados por el Consejo en su respuesta. 

Gráfico 18. Recursos de inversión para el SA, Consejo 
Superior de la Judicatura. Miles de millones. 

Gráfico 19. Recursos de funcionamiento para  
SA, Consejo Superior. Miles de millones. 

 
Fuente: Recursos presupuestados: Uniandes e Instituto SER (2004, p. 56).  Ejecución, respuesta a derecho de 
petición de Consejo Superior de la Judicatura.

37
 

Si la respuesta a nuestro de derecho de petición es correcta, los recursos para inversión sobre-

ejecutaron el presupuesto realizado en 2004.  En relación con los datos de funcionamiento, la 

sobre-ejecución arroja una desproporción tal, que no puede ser correcta.  Una posible explicación 

es que existe una divergencia en la definición de recursos de financiamiento para el SA: la utilizada 

en la proyección se refiere a los gastos estrictamente necesarios para la implementación (no la 

ejecución) mientras que la aportada por el CSJ se refiere a los gastos de funcionamiento totales 

relacionados con el SA.  Pero aún esta divergencia conceptual sea cierta, la diferencia en 

magnitudes sugiere que los gastos de implementación no eran nada inalcanzables en comparación 

del tamaño del gasto de funcionamiento. 

Adicionalmente, en este derecho de petición preguntamos acerca de los fundamentos 

cuantitativos de los que podían provenir las afirmaciones de magistrados citadas anteriormente.  

El Consejo Superior se limitó a desagregar en tres rubros las cifras indicadas por Torres, sin citar o 

aportar ningún fundamento documental o estadístico; a su vez, ignoró la pregunta acerca de la 

afirmación del magistrado Giraldo Castaño.   

Por último, Dejusticia preguntó acerca de documentos adicionales de los que pudiéremos tener 

información acerca de comportamiento presupuestal del sistema penal.  La respuesta de la 

Directora de la Unidad de Planeación de la Sala Administrativa ignoró dicha pregunta. 

                                                           
37

 Aunque lo preguntamos, la respuesta al derecho de petición no diferencia entre recursos apropiados o ejecutados.  
Asumimos que se trata de lo segundo. 
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3. Conclusión acerca de la producción y utilización de datos 

De la descripción anterior concluimos que el SJ no tiene cifras mínimamente desagregadas o 

consistentes para poder analizar si durante la implementación del SA hubo una apropiación 

suficiente o insuficiente de recursos.  A la vez, no tiene suficiente información para estudiar si el 

ejercicio presupuestal realizado en 2003 fue adecuado o no. 

El que no contemos con datos tan básicos y esenciales acerca del comportamiento presupuestal 

del SJ nos permite concluir que las autoridades judiciales no cuentan con la capacidad institucional 

de rendir cuentas de forma transparente, y tomar decisiones presupuestales de manera 

responsable.  Ello a su vez debe informar la decisión acerca de la asignación presupuestal del 

Sistema.  No suena razonable que el dinero de los impuestos se destine a proyectos y programas 

para los que no existe un seguimiento presupuestal básico.  En la misma línea, tampoco suena 

lógico que aumente la asignación presupuestal del SJ, cuando se tiene tan poca información acerca 

de la necesidad de dicho aumento, o de manera más específica, de los resultados fiscales de los 

proyectos y programas implementados por autoridades judiciales. 

Ahora bien, como veremos en el siguiente apartado, las carencias al nivel de la producción, 

utilización y difusión de la información están acompañadas de las profundas falencias en la 

capacidad de gestión de proyectos y programas. 

 

III. Capacidad del SJ de diseñar y regir políticas públicas 

También es conocido que el SJ tiene serias carencias al nivel de las herramientas de política 

pública aplicadas en los diferentes programas o proyectos judiciales.  Esto es evidente a diferentes 

niveles de la política judicial, desde la calidad y relevancia de los diagnósticos a partir de los cuales 

se toman decisiones, pasando por el cuidado en el diseño, la implementación y la ejecución de la 

política, terminando en la insuficiencia (en la mayoría de ocasiones, ausencia) de mecanismos de 

monitoreo y evaluación.  A su vez, estas falencias crean serias dudas acerca del profesionalismo 

con que se manejan los recursos asignados al Sistema.   

En este apartado damos dos ejemplos de estos problemas.  El primero se refiere al nivel de las 

evaluaciones de proyectos ejecutados, al menos en parte, por el SJ.  Este proviene de experiencias 

que ha tenido Dejusticia en relación con distintos proyectos de justicia penal.  El segundo incumbe 

específicamente la capacidad de ejecución de la Rama, precisamente en lo que concierne al 

destinación de recursos de inversión.  

1. Monitoreo y evaluación de programas y proyectos 

Las políticas públicas seriamente concebidas han de contar, desde su concepción, con mecanismos 

de monitoreo y de evaluación.  No es racional implementar proyectos o programas para los que no 

se tengan medidas más o menos confiables y comparables a lo largo del tiempo acerca de su 

cumplimiento, sus resultados, y su impacto.  A pesar de esto, los proyectos o programas judiciales 

que desde la Rama cuentan con algunos de estos mecanismos son excepcionales. 
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Un buen ejemplo de este problema es el Sistema de Responsabilidad de Adolescentes (SRPA).  A 

pesar de haber empezado a ser implementado en 2007, todavía no cuenta con mecanismos de 

monitoreo o con evaluaciones de proceso, resultados o impacto que emanen de organismos 

judiciales.  A la fecha, el Departamento Nacional de Planeación y la Procuraduría General de la 

Nación han sido los únicos que han publicado diagnósticos acerca de los resultados y las falencias 

del Sistema.38  En el momento presente el Departamento Nacional de Planeación contrató una 

evaluación del SRPA, cuya ejecución al parecer está suspendida por problemas en el acceso de 

datos de la Rama Judicial.  A principios de 2011, Dejusticia diseñó un Sistema de Monitoreo del 

SRPA39 contratado por la Escuela Judicial, que al día de hoy, no ha sido siquiera comentado por 

miembros de la Rama Judicial.40   

En el mismo sentido, la política penal ha tenido un muy bajo nivel de supervisión desde la Rama 

Judicial.  Por ejemplo, la única evaluación oficial completa acerca de la política de judicialización de 

graves violaciones a derechos humanos e infracción al DIH, fue promovida en 2010 por el 

Programa de Derechos Humanos de la Vicepresidencia de la República y en su época encontró 

múltiples obstáculos de acceso a información de parte de la Fiscalía General de la Nación.41 

Vemos entonces que el SJ no monitorea o evalúa los esfuerzos públicos, incluso cuando éstos son 

centrales en la política criminal del Estado.  La importancia del Sistema de Responsabilidad Penal 

de Adolescente o la política de judicialización de graves violaciones de derechos humanos es 

indiscutible.  En ambas se han sido invertido grandes sumas de dinero.  Pero desde el Estado, 

quienes se han preocupado por hacer seguimiento a que su implementación sea correcta, que los 

procesos se cumplan, que los resultados se produzcan, y que se logre el impacto querido, han sido 

el Ministerio Público o el Gobierno. 

En algunas circunstancias puede ser aceptado el debate de si las autoridades judiciales deben 

realizar actividades de evaluación o si deben confiar en que éstas se lleven a cabo desde el 

Gobierno o las organizaciones privadas.  Sin embargo, ello necesitaría que las personas que 

quieren adelantar estas evaluaciones tengan acceso a datos empíricos de calidad, lo cual tampoco 

sucede.42  De esta manera, observamos que la Rama Judicial, al menos en lo que concierne a las 

políticas penales descritas, que son primordiales dentro del esfuerzo de política penal, ni lo hace, 

ni permite a otros hacerlo.  No se sabe entonces si los cuantiosos dineros asignados en estos 

asuntos han estado bien invertidos, y si han cumplido con sus objetivos –en ocasiones es difícil 

encontrar una definición concreta y medible de los objetivos-.  

                                                           
38

 Aunque estos diagnósticos se han realizado con los datos disponibles, por el momento se fundamentan en datos 
parciales y poco generalizables acerca del funcionamiento del SRPA. 
39

 Ver, La Rota y Bernal (2011A) y La Rota y Bernal (2011B). 
40

 Por el momento la Escuela Judicial no ha permitido la publicación de este sistema de monitoreo. 
41

 Ver, Econometría Consultores (2010) 
42

 Por ejemplo, en palabras del Consejo Superior de la Judicatura: “… debido a la limitación de recursos no ha sido 
posible hacer los ajustes del SIERJU [Sistema de Información Estadístico de la Rama Judicial], y es restringida la provisión 
de … información de DDHH que tiene relevancia para los diversos análisis requeridos”, Consejo Superior de la Judicatura, 
Respuesta Derecho de Petición, Febrero 7 de 2011.  
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Junto con el capítulo anterior concluimos entonces que no se sabe si el presupuesto asignado a 

estos programas (i) es o no suficiente, y (ii) fue bien o mal utilizado, y (iii) han tenido los resultados 

e impacto esperados.  

2. Capacidad de ejecución 

La capacidad de ejecución del SJ también tiene problemas.  Según el Departamento Nacional de 

Planeación, el nivel de ejecución del presupuesto de inversión apropiado para los últimos años es 

relativamente bajo.  Los gráficos 20 y 21 muestran una ejecución presupuestal baja. 

Gráfico 20. Ejecución presupuesto de inversión              
de Fiscalía General de la Nación. 

Gráfico 21. Ejecución presupuesto de 
inversión de Poder Jurisdiccional. 

 
Fuente: Cálculos del Departamento Nacional de Planeación, Dirección de Justicia y Seguridad, con datos del 
Sistema Integrado de Información Financiera del Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 

A pesar de que el presupuesto de inversión disponible para la FGN y el Consejo Superior de la 

Judicatura aumentaron entre 2002 y 2011 de 44 mil millones a 128 mil millones y de 64 mil 

millones a 230 mil millones (crecimientos del presupuesto de inversión de casi 200% para la FGN y 

260% respectivamente), la capacidad de ejecución relativa ha permanecido baja con promedios de 

ejecución de pagos del 48% para la FGN y del 41% para el CSJ. 

Este es un nivel de ejecución de inversiones bajo en comparación de otros sectores en los últimos 

años (2007 – 2010), si consideramos que el sector defensa ejecutó en promedio el 73% de sus 

apropiaciones, el de protección social el 75%, y el educación el 74%43.  

Por lo tanto, el SJ tiene también un problema de gestión, al no poder ejecutar adecuadamente los 

recursos de inversión.  Este es otro argumento para dudar de la capacidad institucional de las 

autoridades judiciales de manejar los recursos públicos de manera correcta, ordenada y eficiente.  

                                                           
43

 Datos tomados de los Informes de Ejecución Presupuestal del Ministerio de Hacienda de los últimos cuatro años, que 
corresponden a la ejecución del presupuesto de inversión (Pago/Apropiaciones) de cada uno de los sectores, acumulado 
a diciembre de cada año. Los datos disponibles en los informes que corresponden a los años anteriores a 2007 no son 
comparables con los de los años siguientes, por tratarse de la ejecución del presupuesto de inversión de las entidades 
(v.gr. Ministerio de Defensa, Ministerio de Educación) y no de los sectores (v.gr. Sector Defensa y Seguridad), por esta 
razón nos limitamos a presentar el promedio de ejecución desde 2007 hasta 2010. En cuanto a la información de 2011, 
no está disponible la información de ejecución del presupuesto acumulado a diciembre.  
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Y estas dudas generan preocupación, si se recrea la idea de incrementar la autonomía 

presupuestal  del PJ.  Dada la poca información acerca de sus necesidades o su desempeño, y su 

debilidad de gestión y ejecución, no parece lógico que las autoridades judiciales cuenten con 

mayores potestades presupuestales.   

Sin embargo, hay un argumento que apoya la mayor autonomía presupuestal del PJ: ésta puede 

ser una protección a su capacidad de actuar de manera imparcial como órgano independiente del 

poder público, libre de presiones externas ilegítimas. 

 

IV. Autonomía y presupuesto del SJ 

Una de las razones por las que es importante que el SJ cuente con un presupuesto que está 

resguardado de los vaivenes políticos momentáneos a los que están sujetas la mayoría de las 

secciones del presupuesto es el resguardo a su independencia como Rama del poder autónoma. 

En teoría la apropiación presupuestal propuesta por el Gobierno y modificada y decidida en el 

Congreso, puede servir como herramienta para hacer presión o debilitar al SJ.  Ello puede suceder 

en situaciones específicas en las que las mayorías políticas difieran de posiciones tomadas por 

jueces o magistrados, o eventos más generales en las que éstas desean debilitar el control ejercido 

desde lo judicial.44 

Estos riesgos, a su vez, pueden incrementarse en contextos de instituciones democráticas 

vulnerables o situaciones de conflicto armado o post-conflicto, en las que los gobiernos o las 

mayorías parlamentarias pueden tener mayores tentaciones de cometer arbitrariedades sin ser 

controlados por la Rama Judicial.  Ejemplo de las situaciones de debilidad institucional pueden 

verse en Venezuela o Ecuador, en donde los diferentes contrapesos han cedido a la captura de 

Gobiernos autoritarios.   Situaciones de conflicto o post-conflicto pueden ser encontradas en 

Colombia, Guatemala o El Salvador, en donde las élites militares han contado durante largos 

periodos de poder político que les protege frente al control o llamamiento de responsabilidad de 

parte del SJ.45 

Así mismo, la reforma constitucional que permitió la reelección presidencial en Colombia le otorga 

un mayor poder relativo al Ejecutivo que quizá debe estar acompañado de una mayor protección 

                                                           
44

 Un ejemplo de esto se presenta en Mozambique.  De acuerdo con el informe (ONU, 2011 pp. 7 y 8) de la Relatora 
Especial de las Naciones Unidas sobre la independencia de los magistrados y abogados Gabriela Knaul, en este país las 
asignaciones presupuestales se usan en ocasiones para socavar la independencia judicial, debido a que los jueces y 
fiscales se ven con frecuencia en la necesidad de negociar los presupuestos para sus respectivas oficinas.  De acuerdo 
con este informe, la situación mencionada lleva, en ocasiones, a que estos funcionarios otorguen ciertas concesiones 
con el objetivo de obtener mejores asignaciones presupuestarias.  Debido a que fórmulas como la mencionada pueden 
afectar la independencia judicial, la Relatora sostiene en el mismo informe en que al poder judicial debe reconocérsele 
el derecho a participar en las deliberaciones acerca de su presupuesto. 
45

 El reciente juicio del Coronel retirado Alfonso Plazas Vega por la desaparición de civiles en la toma del Palacio de 
Justicia hace casi 27 años, es un ejemplo del aumento reciente de la independencia de la justicia respecto de las fuerzas 
militares.  Dicho proceso ha generado una respuesta política intensa de parte de diversos sectores sociales.  
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para las otras ramas del poder público.46  Además, dicho cambio institucional ha de ser tenido en 

cuenta en combinación con una historia reciente de agresiones y provocaciones desde el Gobierno 

al PJ.  En esta discusión es inevitable considerar los diversos ataques de los que fue blanco la Rama 

Judicial durante el Gobierno de Álvaro Uribe Vélez, que incluyen el espionaje ilegal de magistrados 

de la Corte Suprema de Justicia y la Corte Constitucional por parte de funcionarios de la agencia de 

inteligencia del Gobierno, el montaje probado contra funcionarios de la Corte Suprema de 

Justicia47, ataques verbales explícitos e intentos de estigmatización de funcionarios judiciales por 

parte del Presidente o del Ministro del Interior y de Justicia en contra de funcionarios judiciales48, 

la captura integral de importantes seccionales de la Fiscalía por parte de grupos armados 

ilegales49, y la usurpación de funciones judiciales por parte del Presidente de la República.50  

Aunque durante el Gobierno actual ha sido reinstaurado un mínimo nivel de respeto por la función 

judicial, los ataques del Gobierno pasado sirven de argumento para que algunos funcionarios 

reclamen una mayor protección de la autonomía de la Rama y de sus funcionarios.  Dicho reclamo 

puede ser legítimo, siempre que no resulte en menores niveles de profesionalismo, inclusión, 

transparencia, rendición de cuentas por parte  del SJ.51  

Ahora bien, no hemos encontrado evidencia histórica de países en los que los órganos encargados 

de la construcción presupuestal de la Rama Judicial utilicen esta facultad para en momentos 

específicos manipular o debilitar al SJ.  Dicha posibilidad, si bien posible en la teoría, parece algo 

remota si se consideran los costos políticos que en las democracias modernas equivaldría un 

ataque de este tipo a las autoridades judiciales.  Ahora bien, ello no descarta que durante periodos 

extendidos las mayorías políticas intenten debilitar el control judicial mermando el presupuesto de 

las autoridades encargadas de éste.  

                                                           
46

 Acerca de las diferencia en la repartición del poder estatal a partir de la relección presidencial, ver la investigación de 
Dejusticia de García y Revelo (2009).  
47

 Durante un periodo de un par de años, el Gobierno intentó repetidamente atacar a la Corte Suprema de Justicia, entre 
otras, recolectando pruebas (al menos algunas de éstas fabricadas) acerca de la relación entre magistrados (principales y 
auxiliares) con narcotraficantes.  Al parecer, estos intentos de deslegitimación de la justicia estuvieron relacionados con 
la investigación y juicio de congresistas cercanos al Gobierno, sobretodo del exsenador Mario Uribe. Ver por ejemplo 
LaSillaVacia, “Todo por amor a Mario”, 12 de Septiembre de 2010, en http://www.lasillavacia.com/historia/18018 
48

 Un caso ilustrativo de esto se presentó en 2002, cuando el juez de la ciudad de Tunja Pedro Suárez Vacca, ordenó 
dejar en libertad a los hermanos Gilberto y Miguel Rodríguez Orejuela, por considerar que ya habían cumplido con la 
pena que les había sido impuesta.  Tras ello, el entonces Ministro de Interior y de Justicia, Fernando Londoño Hoyos, 
calificó la decisión del juez Suárez como “una vuelta de la mafia”, que iba en contravía de la ley y que estaba al servicio 
del narcotráfico.  Ver: El Espectador, “A juicio ex ministro Fernando Londoño Hoyos”, 19 de febrero de 2008. 
49

 Por ejemplo, Guillermo Valencia Cossio fue condenado por colaborar con las Autodefensas Unidas como Director de la 
Fiscalía Seccional de Medellín. Ver: El Espectador, “Guillermo Valencia Cossio condenado a 15 años de cárcel”, 10 de 
Marzo de 2011; El Tiempo, “Corte condenó a 15 años de cárcel a Guillermo León Valencia Cossio”, 10 de Marzo de 2011; 
Garay (2010) 
50

 El 26 de Octubre de 2006, Álvaro Uribe Vélez en un consejo comunitario en la ciudad de Buenaventura ordenó la 
captura del secretario de gobierno de ese municipio. Ver: El Colombiano, “Ante las cámaras, Uribe ordenó captura”, 26 
de Octubre de 2006; El Tiempo, “Secretario de Gobierno de Buenaventura fue liberado 2 horas después de que Uribe 
ordenó su detención”, 26 de Octubre de 2006. 
51

 Acerca de la posible tensión entre independencia judicial y accountability en la gestión de la Rama y la nominación de 
jueces, y de la diferencia entre una independencia corporativista y democrática, ver La Rota (2009).  Ver esta posición 
resumida en el Blog de Dejusticia en LaSillaVacia, “Independencia Judicial: ¿Democrática o Corporativa?” del 26 de 
agosto de 2011. 

http://www.lasillavacia.com/historia/18018
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Así, el riesgo de que sucedan estos ataques, en combinación con las experiencias de países 

vecinos, y de los bajos costos políticos que pagó el gobierno anterior por sus ataques a la justicia, 

hacen pensar que esta posibilidad no es improbable del todo y han de ser previstas con seriedad.  

En ese sentido el relator especial de las Naciones Unidas sobre la independencia de los 

magistrados y abogados, Leandro Despouy señaló que, “la Declaración de Beijing prevé 

expresamente que las competencias del poder ejecutivo que puedan afectar a los recursos de los 

jueces no deberán utilizarse para amenazar o presionar a un juez o jueces concretos”.52  Pero las 

restricciones presupuestales impuestas con el objetivo de preservar dicha independencia judicial 

han de ser estudiadas con precaución, en tanto implican un riesgo de introducir costos 

característicos de las inflexibilidades presupuestales con el fin de evitar riesgos que son 

eventuales.  

En este escrito apoyamos la idea de que el presupuesto de la Rama Judicial esté protegido frente a 

la manipulación de otros poderes públicos.  Pero que no es razonable que esta protección se 

traduzca en inflexibilidades presupuestales excesivas o insuperables para una política fiscal 

responsable, o restringa la responsabilidad, la transparencia y la rendición de cuentas de las 

autoridades judiciales que ejecutan los recursos presupuestales. 

 

V. Experiencia comparada.  Inconvenientes de 

presupuestos fijos; valor de la rendición de cuentas 

La literatura comparada acerca del manejo presupuestal de autoridades como las judiciales 

indican lo problemáticos que puede ser la fijación de los presupuestos y la prioridad que han de 

tener principios gubernamentales como la transparencia y la rendición de cuentas. 

Inconvenientes de los presupuestos fijos 

Varias de las propuestas que se ventilan en el Congreso en el momento actual contienen algún 

tipo de fijación del presupuesto real de la Rama.53  Pero la imposición de niveles fijos 

presupuestales produce múltiples dificultades que han de ser tenidas en cuenta al considerar 

dicha alternativa.  Primero, de manera general el amarre de recursos produce inflexibilidades 

presupuestales que dificultan o impiden el análisis de prioridades a través del tiempo de tal forma 

que los dineros se gasten en los aspectos que más los necesitan en cada momento.  La fijación de 

un presupuesto para la Rama Judicial limita los recursos que es posible destinar a otros asuntos 

fundamentales tales como la salud, la educación, o la infraestructura.  A su vez, las restricciones 

                                                           
52

 En consecuencia, “el Relator Especial recomendó a los respectivos Estados miembros que revisaran el presupuesto 
asignado al poder judicial con miras a aumentarlo progresivamente. Abogó por que se estableciera un porcentaje fijo del 
PIB” (ONU, 2009 pp.12-14).  Aunque en este documento, por las razones técnicas expuestas, nos apartamos de esta 
conclusión del relator, seguimos el espíritu de sus recomendaciones, al proponer un situado fiscal protegido, pero 
flexible y sujeto a la rendición de cuentas. 
53

 Como observamos, en primera vuelta el proyecto aprobado incluía la fijación del Presupuesto el cual aumentaría con 
la inflación mas dos puntos porcentuales.  El texto aprobado en sexto debate incluye la misma fórmula pero para un 
periodo de diez años. 
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presupuestales disminuyen la capacidad de respuesta fiscal a choques macroeconómicos, lo que a 

su tuno disminuye la protección de los ciudadanos frente a dificultades económicas que pueden 

ser graves.  Así, una fórmula de amarre presupuestal resulta obligatoriamente en costos 

correspondientes a una mayor dificultad para responder a necesidades sociales distintas a las 

judiciales y para lograr una política fiscal anti-cíclica eficaz. 

Segundo, las restricciones presupuestales a favor de organismos específicos pueden generar 

estímulos perversos que a la larga afectan su capacidad de gestión y su efectividad.  La asignación 

presupuestal fija puede disminuir los incentivos para que los funcionarios encargados de la gestión 

de la organización justifiquen debidamente las necesidades hacia las que se consignan los 

recursos, y más que eso, para que se esfuercen por encontrar las maneras más eficientes para 

gastar los recursos asignados.  Con ello, quienes tienen presupuestos fijos pueden tener menos 

incentivos para dar acceso a la información acerca de la utilización de los dineros públicos. 

La expectativa de que la disponibilidad de recursos no dependa del desempeño de la organización 

le resta importancia a justificar la necesidad de recursos, argumentar su destinación, medir su 

adecuada utilización y rendir cuentas acerca de todos estos aspectos.  Los dineros siempre estarán 

disponibles independientemente del desempeño de la organización.  Al introducir este análisis en 

el contexto colombiano, observamos que los niveles de transparencia, rendición de cuentas, y 

gestión adecuada de las autoridades judiciales son ya deficientes.  El presupuesto fijo puede 

ahondar estos problemas.  

Tercero, en parte como consecuencia de los estímulos perversos descritos, los objetivos de los 

funcionarios que gestionan presupuestos fijos pueden cambiar, quitándole importancia a metas 

relacionadas con la buena gestión o el cumplimiento de objetivos de la organización, y elevando la 

prioridad de otros propósitos, incluyendo la satisfacción de apetitos burocráticos o provisión de 

plazas clientelistas.  Por ello se observa una tendencia a que los presupuestos fijos 

progresivamente se destinen a gastos de funcionamiento y tengan menores componentes de 

inversión.  Como observamos anteriormente, el peso de la inversión en el sector justicia ya es 

bajo; pero el presupuesto fijo puede empeorarla. 

Y cuarto, los presupuestos fijos hacen difícil que las autoridades presupuestales asignen niveles 

presupuestales superiores a los mínimos exigidos.  Así, de llegarse a concluir que, al menos 

temporalmente, las necesidades monetarias del SJ son superiores a un nivel planteado 

constitucionalmente –lo cual, como observamos, no sabemos a ciencia cierta- el presupuesto fijo 

se convierte en un obstáculo para que el Sistema reciba lo recursos que verdaderamente necesita. 

La importancia en la rendición de cuentas 

La experiencia comparada revisada para este documento recomienda enfocar los esfuerzos en 

técnicas que permitan una elevada rendición de cuentas de parte de las autoridades judiciales 

encargadas de la gestión presupuestal.  En la publicación “Good Budgeting, Better Justice: Modern 

Budget Practices for the Judicial Sector, Webber (2007) indica que el sector judicial debe 

entenderse a sí mismo como uno entre muchos de los sectores que compiten por los recursos 

limitados que debe asignar el Estado y que no cuenta con ninguna prerrogativa especial en dicha 
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competencia.  Bajo ese entendido, la rendición de cuentas le permite expresar al sector judicial sus 

necesidades presupuestales de manera efectiva, pues de lo contrario le sería imposible obtener el 

reconocimiento financiero que busca.   

Adicionalmente, el autor reseña dos técnicas de planeación y estimación de gastos del poder 

judicial –basadas ambas en la rendición de cuentas- que han generado resultados positivos en la 

presupuestación, tanto en países desarrollados como en vía de desarrollo: (i) La planeación y 

presentación multianual del presupuesto, y (ii) La relación de la estimación presupuestal con los 

resultados de las gestiones específicas de los jueces. 

Por las razones anteriores, el reto es encontrar una fórmula de protección constitucional del 

presupuesto del SJ que evada, o al menos minimice los riesgos de inflexibilidad presupuestal e 

incentivos perversos descritos en este apartado, y a la vez, que aumenten la rendición de cuentas 

de la Rama, al menos en lo relacionado con su planeación, ejecución, monitoreo y evaluación 

presupuestal. 

VI. Propuesta de reforma constitucional 

En resumen, en este documento señalamos lo siguiente: 

i. Es necesario tener precaución con las afirmaciones que resaltan la necesidad de 

recursos económicos para el Sistema Judicial: los datos analizados permiten concluir 

que la disponibilidad de recursos presupuestales y humanos del SJ han aumentado en 

términos reales y no parecen tener niveles menores a los de la mayoría de países 

similares.  A su vez, el mismo SJ no produce suficiente información para concluir sus 

necesidades reales; tampoco existen datos de suficiente calidad y desagregación para 

analizar si se han cumplido los presupuestos previstos para proyectos y programas de 

importancia de primer nivel dentro de las reformas judiciales de las últimas décadas. 

ii. El SJ tiene serias dificultades de gestión de políticas públicas, de ejecución de recursos 

económicos y de rendición cuentas al respecto.  No monitorea ni evalúa los proyectos 

o programas a su cargo y ejecuta niveles comparativamente bajos de las apropiaciones 

de inversión a su disposición. 

iii. A pesar de las dudas que producen los puntos anteriores, razones históricas recientes 

fundamentan la necesidad de proteger la autonomía presupuestal del SJ, con el fin de 

salvaguardar la autonomía de la Rama. 

iv. Sin embargo, la experiencia internacional indica que los presupuestos fijos tienen altos 

costos y riesgos para la capacidad del Estado de proteger a poblaciones vulnerables, y 

utilizar la política fiscal para proteger al país de choques económicos.  A su vez, los 

presupuestos fijos desestimulan que el SJ planee, ejecute, monitoree y evalúe sus 

recursos de manera responsable y transparente, y a la vez, incentiva a que el cupo 

presupuestal se cope de gastos de funcionamiento y se releguen las necesidades de 

inversión.  
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Estas razones cuestionan la conveniencia de fórmulas como las debatidas hasta el momento, que 

incluyen un presupuesto reales mínimo e inflexibles por largos periodos de tiempo, o la 

destinación de grandes sumas de dinero para gastos de inversión a realizar en el mediano plazo.54 

Más bien, buscamos una alternativa de norma constitucional que a la vez proteja la autonomía 

presupuestal del SJ, pero que cumpla con las siguientes condiciones: (i) que no parta de la idea de 

que los recursos del Sistema son insuficientes (pues no sabemos si esto es cierto); (ii) que 

responda a la necesidad, en buena parte insatisfecha, de un desempeño institucional con niveles 

adecuados de gestión de políticas judiciales, y transparencia acerca de su desempeño; (iii) que no 

genere, o cuando son inevitables, minimice los riesgos de inflexibilidad presupuesta, baja 

rendición de cuentas y desincentivo a la inversión característicos de los presupuestos fijos; y (iv) 

que en la medida de lo posible ayude a aumentar el nivel de la información que desde el SJ ha de 

producirse y utilizarse para argumentar sus necesidades presupuestales. 

Consideramos que una posible solución de estos interrogantes puede ser la adopción de un 

situado judicial que (a) mantenga cierto nivel presupuestal dirigido al SJ que sea decidido y pueda 

ser modificado por ley estatutaria, (b) requiera de un mínimo nivel de argumentación empírica de 

parte del Consejo Superior de la Judicatura o quien haga sus veces, y (c) prevea mecanismos que 

permitan su inaplicación en situaciones específicas que requieran de un procedimiento decisorio 

más exigente que el característico de una decisión ordinaria. 

En línea con el argumento anterior, pasamos a explicar nuestra propuesta de situado fiscal.   

(a) Los presupuestos destinados a la FGN y el PJ han de preservar unos mínimos niveles 

decididos por medio de una ley estatutaria.  Estos pueden tomar la forma de porcentaje 

del Presupuesto General de la Nación, o mejor aún, depender del ajuste del incremento de 

precios, con el fin de que en principio el SJ no vea sus recursos disminuidos en términos 

reales. 

(b) Estos estándares presupuestales mínimos han de ser discutidos cada cuatro años por una 

comisión compuesta por el Ministro de Justicia, representantes de la academia jurídica, la 

Fiscalía General de la Nación, los sindicatos de funcionarios judiciales, y el Consejo 

Superior de la Judicatura (o quien haga sus veces), con fundamento en un informe 

presentado por este último en el que se detallen el cumplimiento de sus principales 

objetivos, sus necesidades presupuestales y sus planes futuros.  Dicha comisión ha de 

pasar al Congreso una recomendación de mantenimiento o modificación de estándares 

presupuestales mínimos, el cual puede proceder a modificarlos a través del trámite de una 

ley estatutaria. 

(c) En situaciones específicas puede concluirse que dichos estándares deben inaplicarse.  En 

la discusión de anualidades presupuestales puede decidirse que el cumplimiento de los 

estándares mínimos es excesivo, teniendo en cuenta ya sea unos requerimientos menores 

del SJ o unas necesidades más apremiantes de otros sectores.  Sin embargo, estas 
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 Ver pp. 1 y 55 para una descripción de los textos aprobados. 
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situaciones han de ser suficientemente convincentes para poder ser tramitadas en 

procedimientos más onerosos, de acuerdo a dos posibilidades: 

- Primero, el Consejo Superior de la Judicatura y el Gobierno –en cabeza del Ministro de 

Justicia- deben estar de acuerdo en inaplicar el estándar mínimo en un año particular. 

- Segundo, en caso de que el Gobierno y el Consejo Superior estén en desacuerdo, el 

estándar mínimo puede inaplicarse si durante el debate presupuestal dicha propuesta 

es aprobada por dos terceras partes del quórum decisorio de la Plenaria del Senado de 

la República.   

Esta propuesta puede ser implementada añadiendo un artículo al régimen presupuestal de la 

Constitución, eventualmente después del art. 352.55 

La norma constitucional propuesta podría ser la siguiente: 

Artículos 352A. 

El Presupuesto General de la Nación contendrá los recursos necesarios para que la 

administración de justicia garantice el acceso oportuno y eficaz a la misma. 

Con el fin de garantizar su autonomía, el presupuesto de la Rama Judicial, tal como está definida 

en el Título VIII, crecerá a una tasa mínima fijada por la Ley, de conformidad con el literal b. del 

artículo 152.   
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 Consideramos más apropiado modificar las normas presupuestales que las relativas a la administración de justicia.  A 
la fecha de publicado este documento, el texto aprobado en sexto debate en el Senado de la República comporta una 
propuesta de artículo en el siguiente tenor: “Artículo 228. La Administración de Justicia es función pública. Sus 
decisiones son independientes. Las actuaciones serán públicas y permanentes con las excepciones que establezca la ley 
y en ellas prevalecerá el derecho sustancial. Los términos procesales se observarán con diligencia y su incumplimiento 
será sancionado. Su funcionamiento será desconcentrado y autónomo. || Toda persona tiene derecho a que sus 
controversias se resuelvan mediante procesos jurisdiccionales de duración razonable. La Ley fijará los términos que 
tendrán quienes ejercen funciones jurisdiccionales para resolver los asuntos o procesos sometidos a su conocimiento so 
pena de que se produzca la pérdida de competencia para seguir conociendo del respectivo trámite y la remisión del 
expediente a otro operador jurisdiccional. || Se garantiza la autonomía de la Rama Judicial del Poder Público. La Rama 
Judicial tendrá autonomía presupuestal, patrimonial y administrativa, de conformidad con su régimen legal de 
naturaleza estatutaria y con el Estatuto orgánico de presupuesto. || A la Rama Judicial se le asignarán, en el Presupuesto 
General de la Nación de cada vigencia fiscal, los recursos necesarios para que la administración de justicia se mantenga 
al día, se garantice el acceso oportuno y eficiente a la misma y se atienda su demanda sin dilaciones y en especial para 
programas de acceso a la justicia para la población en situación de pobreza extrema. || Parágrafo. El Gobierno Nacional 
garantizará los medios y los recursos necesarios para el funcionamiento de la jurisdicción especial indígena. || Parágrafo 
transitorio. Durante los seis (6) años fiscales siguientes a la entrada en vigencia del presente acto legislativo, el Gobierno 
Nacional se encargará de que el sector jurisdiccional” reciba en total bienes y servicios por valor equivalente a dos (2.0) 
billones de pesos los cuales se destinarán a la ejecución de planes de descongestión en todas las jurisdicciones; a la 
implementación de los procedimientos orales; al uso, acceso y dotación de tecnologías de la información y las 
comunicaciones; y a la inversión en infraestructura que garantice la adecuada atención de los ciudadanos y la eficiente 
tramitación de los procesos. || La forma en que se apropiarán los recursos adicionales de que habla este parágrafo 
dependerá de los planes y programas de inversión que diseñe para tal fin la sala de gobierno de la rama judicial, previa 
su incorporación en los respectivos Documentos Conpes. La continuidad de los desembolsos dependerá del 
cumplimiento de las metas fijadas en los correspondientes planes y programas de inversión y no harán base 
presupuestal. Durante los próximos 10 años el presupuesto ordinario del sector jurisdiccional aumentará como mínimo, 
en un porcentaje equivalente al Índice de Precios al Consumidor (IPC) del año inmediatamente anterior más el dos por 
ciento (2%).” 
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Cada cuatro años, dentro de los esfuerzos de planificación consagrados en el artículo 341, el 

Consejo Superior de la Judicatura justificará con argumentos empíricos las razones por las que la 

tasa mínima de crecimiento debe mantenerse o modificarse. 

Durante los trámites descritos en el numeral 5 del articulo 256 y el artículo 346, el Gobierno y el 

Consejo Superior de la Judicatura podrán proponer conjuntamente que la tasa mínima de 

crecimiento no sea aplicada dentro del Presupuesto de una determinada vigencia fiscal. 

El Gobierno unilateralmente podrá proponer que la tasa mínima no sea aplicada para una 

determinada vigencia fiscal, justificando específica y suficientemente dicha propuesta.  La 

aprobación de esta propuesta necesitará del voto de dos terceras partes la mayoría de los 

miembros del quórum decisorio de la Plenaria del Senado de la República, dentro de la discusión 

y expedición del Presupuesto conforme a los artículos 346 y 349. 

La Ley Estatutaria regulará estas materias. 
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